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APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO. De acuerdo con las sentencias C-314 y C-349 de   2004 resulta acertado concluir que los trabajadores oficiales del Instituto de Seguros Sociales que a raíz de su escisión, pasaron a hacer parte de la planta de personal de las Empresas Sociales del Estado, continúan beneficiándose del acuerdo colectivo de trabajo que venían disfrutando como empleados de la entidad escindida, por cuenta del nuevo empleador.
CONVENCIÓN COLECTIVA DEL ISS Y SINTRASEGURIDAD SOCIAL 2001-2004 (VIGENCIA). Frente a la difícil situación administrativa y financiera por la que atravesaba el ISS en el año 2001, la entidad y los trabajadores por intermedio del sindicato mayoritario “SINTRASEGURIDAD SOCIAL”, con el apoyo e impulso del Gobierno Nacional llegaron a acuerdos precisos que permitieron a su vez suscribir la convención colectiva vigente por los próximos 3 años, los cuales se cumplieron el 31 de octubre de 2004.

Tal análisis tiene soporte jurisprudencial en la sentencia SU-897 de 2012, en la cual la Corte Constitucional precisó, a modo de conclusión que “la convención colectiva celebrada entre el ISS y SINTRASEGURIDAD SOCIAL estuvo vigente por el tiempo previsto en su artículo 2º, es decir, por el tiempo acordado entre las partes que la suscribieron, esto es, desde noviembre de 2001 hasta el 31 de octubre de 2004”.
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Acta número   de 28 de febrero de 2017
Siendo las  tres (3:00) de la tarde, los integrantes de la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en asocio con su secretario, declaran abierta la audiencia pública de juzgamiento dentro de la que se resolverá la consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, el día 12 de diciembre de 2014, en el proceso iniciado por NUBIA AMPARO JARAMILLO VALENCIA promueve contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, la NACIÓN-MINITERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.

ANTECEDENTES

1- DEMANDA

Aspira la señora Nubia Amparo Jaramillo, que se reconozca que los beneficios convencionales que disfrutaba en el Instituto de Seguros Sociales, continuaron vigentes a partir del 25 de junio de 2003 por continuar vinculada, sin solución de continuidad, a la Empresa Social del Estado Rita Arango Álvarez del Pino hasta el 29 de noviembre de 2005.

Que como consecuencia de la anterior declaración se ordene el pago, debidamente indexado, del retroactivo que corresponda por recargos nocturnos, festivos, prima de servicios convencionales, bonificación por años de servicio, retroactivo bonificación de recreación y retroactivo prima de navidad, intereses sobre las cesantías, subsidio familiar y los demás derechos convencionales consagrados en la convención colectiva vigente a la fecha de la escisión.

Para sustentar sus peticiones expuso que trabajó al servicio del Instituto de Seguros Sociales como ayudante grado 10 del área de Servicios Generales, desde el 23 de agosto de 1977 hasta el 25 de junio de 2003, pasando al día siguiente a hacer parte de la planta de personal de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, hasta el 31 de enero de 2006, todo en virtud de la escisión del ISS y la creación de ésta última entidad, conforme lo dispuso Decreto 1750 de 2003.

Relata que a pesar del cambio empleador, continuó prestando los servicios que venía desarrollando en el ISS, incluso en el mismo lugar de trabajo y por lo general bajo las instrucciones de los jefes asignados por su antiguo empleador, sin que tampoco sufriera modificación su condición de trabajadora oficial, lo cual la hace merecedora de los beneficios convencionales contenidos en la convención colectiva suscrita entre Sintraseguridad Social y el Instituto de Seguros Sociales aún vigente.

Informa que la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, a través de las Resoluciones Nos 0052, 1340, y 2342 de 2005, reconoció y pagó beneficios de origen convencional, entre ellos, las dotaciones causadas desde la fecha de la escisión y hasta el 31 de octubre de 2004, fecha en la que, según la entidad perdía vigencia la citada convención, olvidando que al no haber sido denunciada operó la prórroga automática, por lo tanto los beneficios convencionales debieron continuar concelándose.
Finalmente, indica que agotó la vía gubernativa a través de escritos radicados, ante el Instituto de Seguros y el Ministerio de Protección Social, los días 13 y 14 de septiembre de 2010 respectivamente, sin obtener el reconocimiento de los derechos reclamados.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Al contestar la demanda (fls.147-171) el Ministerio de la Protección Social se pronunció respecto a los hechos de la demanda, admitiendo sólo aquellos relacionados con la escisión del Instituto de Seguros Sociales y la E.S.E Rita Arango Álvarez del Pino a través del Decreto No 1750 de 2003 y las facultades otorgadas por la demandante a su procurador judicial para adelantar el presente trámite; los demás supuestos fácticos los negó o manifestó no constarle.
Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló como excepciones, las que denominó: “Falta de competencia por no agotamiento de la reclamación administrativa frente al Ministerio de la Protección Social”, “Falta de legitimidad en la causa por pasiva”, “Inexistencia de la Facultad y de Consecuente deber jurídico de este Ministerio para reconocer y pagar derechos salariales, prestaciones sociales y derechos convencionales”, “Inexistencia de la Causa para demandar”, “Inexistencia de la Solidaridad entre las demandadas”, “Prescripción y Caducidad”, “No comprender a todos los litisconsortes necesarios o falta de integración del contradictorio” e “Innominada”.
Por su parte, el Instituto de Seguros Sociales admitió lo relacionado con la prestación del servicio de la actora, lo extremos laborales, y el marco jurídico que dio lugar a la escisión del ISS y a la liquidación de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino; aceptó también, que la actora luego de la escisión pasó a conformar la nueva entidad y el agotamiento de la vía gubernativa, ante esa entidad y el Ministerio de la Protección Social; los demás hechos, alegó que no eran ciertos, no le constaban o se trataban de apreciaciones o interpretaciones de la parte actora.
Presentó oposición a las pretensiones y propuso como excepciones las de “Inexistencia de la obligación demandada”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción”, “Declaratoria de otras excepciones” y “Falta de Legitimación por pasiva”, “Caducidad de la acción” y “Principio de la Buena fe”.
En auto de fecha 1º de agosto de 2011, se ordenó la vinculación a la litis del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Fiduprevisora S.A., al considerar el juez de la causa que éstas entidades eran las llamada a responder por los derechos reclamados con la presente acción, en caso de prosperar las pretensiones.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público dio respuesta a la demanda –fl 213 a 220- sólo admitió los fundamentos fácticos relacionados con lo establecidos en los artículos 17 y 18 del Decreto 1750 de 2003, por medio del cual se escindió el Instituto de Seguros Sociales y fue creada la ESE, en lo referente a la calidad de empleados públicos de quienes pasaron a hacer parte de la planta de personal de las nacientes Empresas Sociales del Estado y la garantía de del respeto por los derechos adquiridos por el personal que pasó a hacer parte de éstas; los demás los negó o manifestó no constarle. Se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones: “Inexistencia de solidaridad o sustitución de obligaciones entre la ESE Rita Arango Álvarez del Pino Suprimida y la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público”, “Prescripción de la acción contra el Ministerio de Hacienda”, “Inexistencia de obligación cuyo acreedor sea la parte demandante y deudor del Ministerio de Hacienda y Crédito Público”, “Cobro de lo no debido” y “Genérica”.
A su vez, la Fiduprevisora S.A., negó algunos hechos de la demanda, otros indicó que no le constaban o no eran ciertos como estaban redactados y se opuso a las pretensiones de la demanda formulando excepciones tales como “Inaplicabilidad de la Convención Colectiva de Trabajo con Respecto a la E.S.E Rita Arango Álvarez del Pino hoy en liquidación”, “Inexistencia de la obligación y de la sustitución Patronal”, “Cobro de lo no debido”, “Pago”, “Buena fe”, “Prescripción” e “Innominada o Genérica”–fl 325 a 334-.

2- SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Agotadas las etapas previas, se convocó para audiencia de juzgamiento que tuvo lugar el doce (12) de diciembre de 2012 (fl.408-412), en virtud de la cual negó las pretensiones del actor al estimar, conforme lo dispuesto por la Corte Constitucional en la SU-897 de 2012, que los beneficios  contenidos en la convención colectiva de trabajo suscrita entre el ISS y Sintraseguridad Social, estuvo vigente hasta el 31 de octubre de 2014, data que confiesa la actora en su relato fue la tenida en cuenta por la ESE Rita Arango Álvarez del Pino para liquidar los beneficios convencionales a los cuales tenía derecho al integrar la planta de personal de esa entidad.
3- CONSULTA

La decisión que puso fin a la instancia, no fue recurrida por las partes, pero en vista de que fue totalmente contraria a los intereses de la demandante, se ordenó su consulta ante esta Sala, por lo que se remitieron las diligencias, dándose el trámite propio de la instancia. 

Una vez corrido el traslado de rigor a las partes se dispone esta Sala a resolver previas las siguientes 

CONSIDERACIONES

PRESUPUESTOS PROCESALES

En vista de que no se observa nulidad que afecte la actuación y satisfechos, como se encuentran, los presupuestos procesales de demanda en forma, capacidad procesal y competencia, para resolver la instancia, la Sala se plantea los siguientes:

PROBLEMAS JURÍDICOS

¿Le es aplicable la convención colectiva de trabajo suscrita entre el ISS y su sindicato a quienes pasaron a ser parte de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino con ocasión a la escisión de la primera?

Si la respuesta al interrogante formulado es positiva. ¿Hasta cuándo estuvo vigente dicho pacto colectivo, para éstos empleados? 
1- APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO 
La Sala de Casación Laboral, en providencia de enero del año que corre –Rad. 39825- ratificó lo dicho en la sentencia del 23 de julio de 2009, radicación 35399, en la cual hace alusión del poder vinculante de las decisiones que en sede constitucional fueron proferidas por la Corte Constitucional, tales como la C-314 y C-349 del 1o y 20 de   abril   de   2004   respectivamente,  las que analizaron la exequibilidad de los artículos 16 a 19 del Decreto 1750 de 2003- régimen de personal-.

"Artículo 18. Del régimen de salarios y prestaciones. El Régimen salarial y prestacional de los empleados públicos de las Empresas Sociales del Estado creadas en el presente decreto será el propio de los empleados públicos de la rama ejecutiva del orden nacional. En todo caso se respetarán los derechos adquiridos. (Se tendrán como derechos adquiridos en materia prestacional las situaciones jurídicas consolidadas, es decir, aquellas prestaciones sociales causadas, así como las que hayan ingresado al patrimonio del servidor, las cuales no podrán ser afectadas)" (El texto entre paréntesis fue declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-314 del 1o de abril de 2004).

“(…)”.

"La Corte Constitucional para declarar inexequible la expresión o definición concerniente a lo que se debería entender por <derechos adquiridos> que contenía el citado artículo 18, según la sentencia de constitucionalidad C-314 de 2004, en lo que interesa ai recurso de casación, en esencia se fundó en lo siguiente:

"(....) Ya que la convención colectiva de trabajo es un sistema jurídico que rige contratos de trabajo determinados, es posible afirmar que, en lo que respecta a los trabajadores cobijados por ella aquella es fuente de derechos adquiridos por lo menos durante el tiempo en que dicha convención conserva su vigencia. Por lo mismo, dado que la definición prevista en el artículo 18 del Decreto 1750 de 2003 deja por fuera los derechos derivados de las convenciones colectivas de trabajo por el tiempo en que fueron pactadas, aquella resulta restrictiva del ámbito de protección de tales derechos de conformidad con el contexto constitucional y, por tanto, debe ser retirada del ordenamiento jurídico.

"De conformidad con lo dicho, esta Corporación estima que la expresión ( ) es inconstitucional por restringir el ámbito constitucional de protección de los derechos adquiridos, el cual, como se vio, trasciende ta simple definición contenida en el artículo 18" (resalta y subraya la Sala).

"De lo anterior se sigue, que la Corte Constitucional consideró que dentro de los <derechos adquiridos> que se debían respetar a quienes pasaran a ser empleados públicos de fas Empresas Sociales del Estado, por razón de la escisión del Instituto de Seguros Sociales, estaban también comprendidos aquellos que se derivaran de la convención colectiva de trabajo, pero lógicamente que se tratara de situaciones jurídicas consolidadas antes de la entrada en vigencia del Decreto 1750 de 2003, los cuales debían cubrirse hasta por el tiempo en que fueron pactados.

De acuerdo con la anterior jurisprudencia, resulta acertado concluir que quienes en condición de trabajadores oficiales pasaron a hacer parte de la planta de personal de las Empresas Sociales del Estado, originadas a raíz de la escisión del Instituto de Seguros Sociales, continúan beneficiándose del acuerdo colectivo de trabajo que venían disfrutando como empleados de la entidad escindida, por cuenta del nuevo empleador.

2- CONVENCIÓN COLECTIVA DEL ISS Y SINTRASEGURIDAD SOCIAL 2001-2004 (VIGENCIA).

Frente a la difícil situación administrativa y financiera por la que atravesaba el ISS en el año 2001, la entidad y los trabajadores por intermedio del sindicato mayoritario “SINTRASEGURIDAD SOCIAL”, con el apoyo e impulso del Gobierno Nacional llegaron a acuerdos precisos que permitieron a su vez suscribir la convención colectiva vigente por los próximos 3 años, los cuales se cumplieron el 31 de octubre de 2004.

Tal análisis tiene soporte jurisprudencial en la sentencia SU-897 de 2012, en la cual la Corte Constitucional precisó, a modo de conclusión que “la convención colectiva celebrada entre el ISS y SINTRASEGURIDAD SOCIAL estuvo vigente por el tiempo previsto en su artículo 2º, es decir, por el tiempo acordado entre las partes que la suscribieron, esto es, desde noviembre de 2001 hasta el 31 de octubre de 2004”.
A la anterior decisión arribó esa Corporación luego de considerar la imposibilidad de que quienes, provenientes del ISS, integraron la planta de personal de las recién creadas ESEs, en calidad de empleados públicos, disfruten de éste tipo de garantías, más allá del término inicialmente pactado en la convención colectiva, pues si bien en principio debía respetarse el mismo, en virtud de la protección constitucional que se le debe a los derechos adquiridos, entender prorrogado el referido convenio, crearía un nuevo grupo de empleados al servicio de la administración, esto es empleados públicos con beneficios convencionales regulares, lo cual atentaría contra el derecho a la igualdad.
Otro de los argumentos, consistió en la desaparición del Instituto de Seguros Sociales, como parte de la relación laboral y la inviabilidad de que las ESEs pudiesen denunciar el convenio colectivo, al no haber sido parte del mismo. 
3- CASO CONCRETO
Ninguna discusión ofrece el hecho de que la demandante prestó sus servicios al Instituto de Seguros Sociales en calidad de trabajadora oficial desde el 23 de agosto de 1977 hasta el 25 de junio de 2003, pues así lo confirmó esa entidad al dar respuesta a la demanda –fl 182-, además, al atender la reclamación administrativa, determinó ésta última data como la de finiquito del vínculo laboral –fl 31-.

Respecto a la continuidad de dicha vinculación en virtud a la expedición del Decreto 1750 de 2003, por medio del cual se escindió el ISS y se creó la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, estas dos entidades aceptaron tal hecho, la última a través de la Fiduprevisora, vocera y administradora del patrimonio autónomo constituido con ocasión a su extinción, que a su vez, también confirmó que laboró para la ESE demandada hasta el 31 de enero de 2006.

Adicionalmente, en el acta del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la UGPP –fls 346 y 347-, entidad que fue vinculada al trámite a raíz de la liquidación definitiva del Instituto de Seguros Sociales, se consignó que a la señora Amparo Jaramillo le fue reconocida la pensión de jubilación por parte de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino a partir del 1º de febrero de 2006.
Así las cosas, no hay duda de la existencia de la relación laboral entre la demandante y el ISS, en el periodo comprendido entre 23 de agosto de 1977 y el 25 de junio de 2003 y con la ESE Rita Arango Álvarez del Pino a partir de su creación, esto es el 26 de junio de 2003 y hasta el 31 de enero de 2006.
Respecto a la extensión de los beneficios convencionales que venía disfrutando como trabajador del ISS a la relación surgida en virtud a su incorporación a la planta de personal de la ESE accionada, debe indicarse que tal como lo sostuvo la Sala de Casación Laboral, atendiendo lo dispuesto por la Corte Constitucional al momento de revisar la constitucionalidad de los artículo 16 a 19 del Decreto 1750 de 2003, determinó que los trabajadores, en las condiciones ya descritas, continuaban beneficiándose de las prebendas y garantías contenidas en el pacto colectivo suscrito con su anterior empleador.

No obstante, como se indicó líneas atrás, sólo podía darse aplicación al citado pacto colectivo hasta la vigencia del mismo, que lo fue 31 de octubre de 2004, data hasta la cual confiesa la actora en el hecho séptimo de la demanda, le fueron liquidadas las prestaciones de origen convencional, por parte de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino.
En ese orden de ideas, como quiera que en el periodo que se reclama insoluto comprendido entre el 1º de noviembre de 2004 al 29 de noviembre de 2005, no se encontraba ya vigente la convención colectiva, no es posible proferir condena por ninguno de los conceptos pretendidos por la señora Nubia Amparo Jaramillo, razón por la cual, la absolución de las demandadas en ese sentido debe confirmarse.

Ahora bien, como se indicó líneas atrás, al haber quedado demostrado de la existencia de un contrato de trabajo entre la promotora de la acción y el ISS desde el 23 de agosto de 1977 hasta el 25 de junio de 2003 y con la ESE Rita Arango Álvarez del Pino una relación legal a partir del día siguiente y hasta el 31 de enero de 2006, se modificará el ordinal primero de la sentencia de primer grado, para así declararlo.
Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. – MODIFICAR el ordinal PRIMERO de la sentencia consultada, el cual quedará así:

“PRIMERO: DECLARAR que entre la señora NUBIA AMPARO JARAMILLO VALENCIA y el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES –hoy liquidado-, existió una relación laboral vigente entre el 23 de agosto de 1977 hasta el 25 de junio de 2003 y que, a partir del 26 de junio de 2003 y hasta el 31 de enero de 2006, integró la planta de personal de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino en virtud a lo dispuesto en el Decreto 1750 de 2003.  NEGAR  las demás pretensiones incoadas con la demanda”.
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás, la sentencia consultada.
Sin costas en esta instancia.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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